
QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, SUSCRITA POR LOS DIPUTADOS JOSÉ CLEMENTE CASTAÑEDA 
HOEFLICH Y MARÍA CANDELARIA OCHOA ÁVALOS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 
MOVIMIENTO CIUDADANO 

Los suscritos, Clemente Castañeda Hoeflich y Candelaria Ochoa Ávalos, integrantes del Grupo 
Parlamentario de Movimiento Ciudadano, con fundamento en los artículos 71, fracción II, de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, fracción I, 77 y 78 del Reglamento de 
la Cámara de Diputados, someten a consideración del pleno de esta asamblea iniciativa con 
proyecto de decreto que reforma los artículos 95 a 97, 99, 100 y 105 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, para establecer el principio de paridad de género en la designación 
de servidores públicos del Poder Judicial de la Federación, conforme a la siguiente 

Exposición de Motivos 

I. En 1952, ante un mitin de 20 mil mujeres, el candidato presidencial Adolfo Ruiz Cortines 
prometió en su discurso: “Si el voto nos favorece en los próximos comicios, nos proponemos iniciar 
ante las Cámaras las reformas legales necesarias para que la mujer disfrute de los mismos derechos 
políticos que el hombre”. 

El 17 de octubre de 1953 se publicó en el Diario Oficial de la Federación un decreto en el que se 
anunciaba que las mujeres tendrían derecho a votar y ser votadas para puestos de elección popular, 
impulsándose así una de las primeras nociones en el país de la equidad de género y de los derechos 
políticos de la mujer. 

Si bien la misma Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos establece en el artículo 
1o., último párrafo, que está prohibida cualquier tipo de discriminación motivada, entre otras cosas, 
por el género, y la misma Carta Magna señala en el artículo 4o. que el varón y la mujer son iguales 
ante la ley, en el país prevalecen prácticas que impiden a las mujeres el ejercicio pleno de su 
ciudadanía. 

México está obligado a hacer valer los tratados internacionales en materia de derechos humanos, 
respetando su observancia y estricta vigilancia, y un ejemplo claro es la Convención sobre 
Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, donde se establece que los 
Estados deberán evitar cualquier restricción basada en el sexo y adoptar las medidas adecuadas de 
carácter legislativo para la combatir la discriminación y la exclusión. 

La Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres refiere que el Estado debe asegurar y 
establecer la igualdad de oportunidades entre la mujer y el hombre. Fija lo siguiente en el artículo 2: 
“Son principios rectores de la presente Ley: la igualdad, la no discriminación, la equidad y todos 
aquellos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. 

II. La presente iniciativa tiene por objetivo plasmar estos principios en la integración del Poder 
Judicial de la Federación, adecuando las disposiciones correspondientes en la Constitución Política 
de los Estados Unidos Mexicanos, enfatizando que la paridad de género será un principio rector en 
los procesos de nombramientos respectivos. 

Respecto a la diferencia de equidad de género y paridad de género. El principio de igualdad o 
equidad de género de jure o formal es la igualdad jurídica simple y llana como establece el artículo 



4o. de la Carta Magna, mientras que la paridad de género refiere a la idea del poder político 
concibiéndolo como un espacio que debe ser compartido entre hombres y mujeres como premisa de 
la condición humana universal y como principio de igualdad sustantiva (Instituto Nacional Electoral 
http://genero.ife.org.mx/docs_marco/27_MujeresTomaDecisiones.pdf). 

México ha avanzado en los últimos años en el impulso de la paridad de género, prueba de ello fue la 
aprobación en el año 2014 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales y de la 
Ley General de Partidos Políticos que establecen las nuevas condiciones en derechos políticos de 
las mujeres y siendo una obligación de los partidos políticos promover la paridad de género en todas 
sus candidaturas, permitiendo al Consejo General del Instituto Nacional Electoral rechazar el 
registro de las candidaturas que no respeten el principio de paridad de género. 

De esta manera, los partidos políticos y las coaliciones deben observar el cumplimiento de la 
paridad vertical establecida en la Constitución y horizontal contenida en las jurisprudencias 
emitidas por esta Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación. 

Este importante avance en la construcción de una vida pública sustentada en la paridad de género 
debe servir de precedente para impulsarlo en todas las esferas institucionales del Estado mexicano. 

Sin embargo, el Poder Judicial se ha mantenido ajeno a esta dinámica de igualdad de derechos entre 
hombres y mujeres. El informe Mujeres y hombres en México, publicado en 2014 por el Instituto 
Nacional de Geografía y Estadística, arroja los siguientes datos respecto a la participación de 
hombres y mujeres en el Poder Judicial: 

Es evidente la falta de paridad de género respecto a la asignación de cargos en el Poder Judicial de 
la Federación en todos sus niveles, incluidos ministros, magistrados, jueces de distrito y los demás 
que establece la Carta Magna. 

III. Es importante destacar que la Ley General para la Igualdad entre Mujeres y Hombres indica en 
el artículo 33 como uno de sus objetivos el “establecimiento de medidas para fortalecer el acceso de 
las mujeres al empleo y la aplicación efectiva del principio de igualdad de trato y no discriminación 
en las condiciones de trabajo entre mujeres y hombres”. De la misma manera, en el artículo 34 
señala: 

Para los efectos de lo previsto en el artículo anterior, las autoridades correspondientes garantizarán 
el principio de igualdad sustantiva entre mujeres y hombres en el ámbito del empleo, así? como el 
derecho fundamental a la no discriminación de aquellas en las ofertas laborales, en la formación y 
promoción profesional, en las condiciones de trabajo, incluidas las retributivas, y en la afiliación y 
participación en las organizaciones sindicales, empresariales o en cualquier organización cuyos 
miembros ejerzan una profesión concreta [...] 

Por su parte, el artículo 36 de dicha ley señala que las autoridades del Estado deberán realizar las 
acciones necesarias para “fomentar la participación equilibrada y sin discriminación de 
mujeres y hombres en los procesos de selección, contratación y ascensos en el servicio civil de 
carrera de los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial”. 

Finalmente, vale la pena mencionar que en el Diario Oficial de la Federación en el año 2013 es 
publicado el Programa Nacional para la Igualdad de Oportunidades y no Discriminación contra las 
Mujeres 2013-2018, donde se manifiesta de manera explícita como uno de los objetivos estratégicos 
del Estado mexicano “impulsar la paridad en la asignación de puestos directivos en el Poder 



Judicial”, así como “desarrollar y promover medidas y acciones a favor de la paridad en los cargos 
del Poder Judicial”. 

Por lo expuesto se somete a consideración la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto que reforma los artículos 95 a 97, 99, 100 y 105 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos, para establecer el principio de paridad de género en la 
designación de servidores públicos del Poder Judicial de la Federación 

Único. Se reforman el último párrafo del artículo 95, el primer párrafo del artículo 96, el primer 
párrafo del artículo 97, el undécimo párrafo del artículo 99, el tercer párrafo del artículo 100 y el 
artículo 105 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, para quedar como sigue: 

Artículo 95. [...] 

I. a VI. [...] 

Los nombramientos de los ministros deberán recaer preferentemente entre las personas que hayan 
servido con eficiencia, capacidad y probidad en la impartición de justicia o que se hayan distinguido 
por su honorabilidad, competencia y antecedentes profesionales en el ejercicio de la actividad 
jurídica, debiéndose procurar el principio de paridad de género. 

Artículo 96. Para nombrar a los ministros de la Suprema Corte de Justicia, el presidente de la 
República someterá? una terna a consideración del Senado, adecuándose al principio de paridad 
de género , el cual, previa comparecencia de las personas propuestas, designara? al ministro que 
deba cubrir la vacante. La designación se hará? por el voto de las dos terceras partes de los 
miembros del Senado presentes, dentro del improrrogable plazo de treinta días. Si el Senado no 
resolviere dentro de dicho plazo, ocupara? el cargo de ministro la persona que, dentro de dicha 
terna, designe el presidente de la República. 

Artículo 97. Los magistrados de circuito y los jueces de distrito serán nombrados y adscritos por el 
Consejo de la Judicatura Federal, con base en criterios objetivos y de acuerdo a los requisitos y 
procedimientos que establezca la ley y con base en el principio de paridad de género . Durarán 
seis años en el ejercicio de su encargo, al término de los cuales, si fueran ratificados o promovidos a 
cargos superiores, sólo podrán ser privados de sus puestos en los casos y conforme a los 
procedimientos que establezca la ley. 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 



[...] 

[...] 

[...] 

Artículo 99. [...] 

[...] 

[...] 

[...] 

I. a X. [...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

Los magistrados electorales que integren las salas superior y regionales serán elegidos por el voto 
de las dos terceras partes de los miembros presentes de la Cámara de Senadores a propuesta de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación. La elección de quienes las integren será escalonada y 
respetando el principio de paridad de género , conforme a las reglas y al procedimiento que 
señale la ley. 

[...] 

[...] 

[...] 

Artículo 100. [...] 

[...] 

Todos los consejeros deberán reunir los requisitos señalados en el artículo 95 de esta Constitución y 
ser personas que se hayan distinguido por su capacidad profesional y administrativa, honestidad y 
honorabilidad en el ejercicio de sus actividades, en el caso de los designados por la Suprema Corte, 
deberán gozar, además con reconocimiento en el ámbito judicial. En su integración se respetará el 
principio de paridad de género. 



[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

[...] 

Artículo 105. El ingreso y la promoción de los servidores públicos de carácter jurisdiccional del 
Poder Judicial de la Federación se harán mediante el sistema de carrera judicial a que se refiere el 
presente título, la cual se regirá por los principios de excelencia, profesionalismo, objetividad, 
imparcialidad, paridad de género , independencia y antigüedad, en su caso. 

Transitorios 

Primero. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Segundo. El Congreso de la Unión contará con 90 días, a partir de la publicación del presente 
decreto, para reformar la legislación aplicable, en cumplimiento de las presentes disposiciones. 

Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a 18 de noviembre de 2015. 

Diputados: Clemente Castañeda Hoeflich, Candelaria Ochoa Ávalos (rúbrica). 
 
	


